TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA
Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veintiuno de agosto de  dos mil nueve 
Expediente 66001-31-03-001-2009-00213-01
Acta No. 403 del 21 de agosto de 2009 

Decide la Sala sobre el impedimento manifestado por el Juez Quinto Civil del Circuito de Pereira para seguir conociendo de este proceso ordinario promovido por la Central Mayorista de Alimentos –MERCASA PH.– contra la señora Amparo de Jesús Valencia Ospina.

ANTECEDENTES

Con la acción instaurada pretende la demandante se declare a la demandada responsable de los perjuicios que le causó con el  incumplimiento y extralimitación de sus funciones, por la violación de la ley comercial y de los estatutos de la entidad, ejecutados cuando fue su administradora y representante legal; además, inhábil para ejercer  el comercio y se le condene a indemnizarle los perjuicios causados que se estiman en $200.000.000.
Agotadas las etapas probatoria y de alegatos y cuando el proceso se encontraba en estado de dictar la sentencia, mediante proveído del 2 de julio último, se declaró el titular del juzgado impedido para continuar conociéndolo.  Fundamentó su decisión en la causal 2ª del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil y la Ley 734 de 2002, porque algunos de los hechos que le sirven de sustento a las pretensiones fueron conocidos y decididos por él en proceso ejecutivo que instauró la Central Mayorista de Alimentos Mercasa contra Terpel del Centro S.A., cuando fungía como Juez Octavo Civil Municipal.  En la misma providencia ordenó remitir el proceso al Juez Primero Civil del Circuito local, por ser ese despacho el que le sigue en turno.
Este último funcionario, por auto del 14 de julio pasado, consideró infundado el impedimento porque el juez que se separó del conocimiento no se pronunció en el proceso ejecutivo “sobre el cumplimiento o no de las funciones propias del cargo de administradora que ejerce la señora Valencia Ospina”, porque en razón a su propia naturaleza, en esos asuntos “se debe decidir sobre la efectividad del título presentado para el cobro”.  En esas condiciones, ordenó la remisión del expediente a esta Sala. 
CONSIDERACIONES:

La consagración en la ley de las causales de recusación tienen como finalidad cumplir con el principio de imparcialidad que debe regir en cualquier clase de procedimiento sometido al conocimiento de la rama judicial, de tal manera que cuando esté en riesgo ese pilar de la administración de justicia, quien tiene a cargo el proceso debe apartarse de su conocimiento para garantizar a las partes un trámite desprovisto de intereses particulares.

Sobre el tema se pronunció así la Corte Suprema de Justicia:

“La imparcialidad es un valor que irradia la función jurisdiccional y como tal se erige en premisa ineludible del ejercicio de la judicatura.  En pos de preservar celosamente el ministerio confiado a los jueces, el legislador ha previsto que ellos por su propia iniciativa puedan exteriorizar y someter al escrutinio de otro juez, la existencia de algún motivo que pueda contaminar objetivamente la imparcialidad debida, o que lleve al recelo o desconfianza en el destinatario de la función jurisdiccional.  El artículo 10º de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece el derecho de toda persona a ser juzgada por “un Tribunal independiente e imparcial…” En el mismo sentido, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

“Bajo esta perspectiva, cuando se busca la realización  plena del principio de imparcialidad, las razones del impedimento no pueden juzgarse exclusivamente desde la percepción del funcionario judicial, es decir, con la mirada interna de la administración de justicia, sino que también ha de privilegiarse el derecho que asiste a todo ciudadano para que el juez que ha de decidir la causa esté desprovisto de cualquier atadura o preconcepto, así sea puramente conceptual”.

El artículo 149 del Código de Procedimiento Civil preceptúa: “Los Magistrados, jueces y conjueces en quienes concurra alguna causal de recusación deberán declararse impedidos tan pronto como adviertan la existencia de ella, expresando los hechos en que ella se fundamenta”.

El funcionario que decida apartarse del conocimiento de un proceso, al declararse impedido, debe mencionar con claridad las razones que motivan su decisión y someter a consideración del juez que le sigue en turno si encuentra configurada o no la respectiva causal. De  esa manera se evitan decisiones ligeras que afectan principios como el de la celeridad y economía procesal.

En el caso bajo análisis, el Juez Quinto Civil del Circuito aduce como fundamento de su decisión que algunos de los hechos que sustentan las pretensiones fueron conocidos y decididos por él en su condición de Juez Octavo Civil Municipal, en proceso ejecutivo que la Central Mayorista de Alimentos MERCASA instauró contra Terpel del Centro S.A., hechos que de acuerdo con el contenido de la demanda guardan relación con un contrato de compraventa que la aquí demandada, en su condición de administradora de la Central Mayorista de Alimentos Mercasa, celebró con Terpel S.A. y con una demanda ejecutiva que la misma señora promovió contra la sociedad citada para obtener el pago de unas cuotas de administración, actuación en la que la aquí demandante fue condenada a pagar unas costas procesales porque prosperaron las excepciones propuestas.

Con sustento en esas razones consideró el funcionario estar incurso en la causal de recusación prevista en el numeral 2º del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, es decir, la de haber conocido del proceso en instancia anterior.  Sin embargo, hecho como ese no se ha producido porque cuando fungió como Juez Octavo Civil Municipal de Pereira, según sus propias aseveraciones tramitó uno ejecutivo, sin que entre ese y el que ahora ocupa la atención de esta Sala exista siquiera identidad jurídica de partes, pues sólo coinciden por activa y la naturaleza de cada proceso es diferente y por ende, son distintas las pretensiones que en cada uno se formulan.

La circunstancia de que ambos procesos coincidan en algunos de los hechos sobre los que se edifican las peticiones no está prevista por el legislador como causal autónoma de recusación y como de este proceso no ha conocido en instancia anterior el funcionario que se declaró impedido, se considera acertada la decisión del Juez Primero Civil del Circuito que declaró infundada la causal de impedimento invocada.

En esas condiciones considera la Sala que el principio de imparcialidad en este caso no se verá afectado de seguir conociendo del asunto el Juez Quinto Civil del Circuito local. Por lo tanto, se decidirá que fue ilegal el impedimento declarado por él; se ordenará remitirle el expediente para que continúe con el trámite que corresponda y se comunicará la decisión adoptada al Juez Primero Civil del Circuito de esta ciudad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:
1º Declarar ilegal el impedimento manifestado por el Juez Quinto Civil del Circuito de Pereira para apartarse del conocimiento del proceso ordinario sobre responsabilidad civil propuesto por la Central Mayorista de Alimentos Mercasa P.H. contra Amparo de Jesús Valencia Ospina.

2º Remítase el expediente al citado despacho judicial y comuníquese al Juzgado Primero Civil del Circuito la decisión aquí adoptada.

Notifíquese
Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS
GONZALO FLOREZ MORENO      
JAIME ALBERTO SARAZA ARANJO

� Casación Civil, auto del 10 de julio de 2006, Exp. 11001-0203-000-2004-00729-00, M.P. Edgardo Villamil Portilla.





